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En general, reconectando nuevamente con la insuficiencia de especialistas del sistema sanitario público, a la que alu-
díamos como causa que demora la detección diagnóstica, podemos decir que las plantillas no están adaptadas al 
impacto que precisa el fenómeno demográfico de la población mayor y, a título de simple ejemplo, así lo expresaba 
en Huelva la gerencia del Hospital Juan Ramón Jiménez, cuando refería que el centro solo cuenta con dos consultas de 
Urología desde hace 30 años, a pesar del envejecimiento de la población, lo que, en suma, podría predicarse también 
de otras muchas especialidades y profesionales de la salud estrechamente relacionados con la atención sanitaria a las 
personas mayores.

Valoramos por ello positivamente la incorporación de la especialidad de Geriatría a la categoría profesional de 
Facultativo/a Especialista de Área en el ámbito de los centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud, que se ha 
llevado a cabo por Orden de 11 de octubre de 2023 de la Consejería de Salud y Consumo, con fundamento en los artículos 
19 y 22.2 EAA, a cuyo tenor, los pacientes y usuarios del sistema andaluz de salud tendrán derecho a recibir asistencia 
geriátrica especializada y a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y asistencial.

Reparando a continuación en la atención sanitaria de las personas mayores que viven en los centros residencia-
les, debemos manifestar de nuevo la preocupación de esta Institución sobre este aspecto que, a todas luces, acusa la 
carencia de facultativos del ámbito de la Atención Primaria y que no cuenta con un modelo claro de respuesta en la 
atención programada.

También es una incógnita para la Defensoría cuál es la atención a la salud mental de las personas mayores residentes 
en centros sociosanitarios, cuál su prevalencia, sus canales de respuesta y sus procedimientos específicos.

Y no se trata de una preocupación sin sustento, aunque permanezca a oscuras, sin datos que la alumbren ni instrumentos 
de respuesta prefijados, que al menos han llevado a la Administración sanitaria a tomarla en consideración dentro del 
análisis y de los trabajos dirigidos a la conclusión del Plan Integral de Salud Mental y Adicciones, en los que ya se avanzan 
las necesidades de implantar respuesta de psicogeriatría en situaciones de crisis por problemas de conducta; establecer 
programas de apoyo a las residencias, que incluyan la atención domiciliaria en las mismas; y establecer la coordinación 
de los profesionales de Salud Mental con los profesionales sanitarios de las Residencias y con los de Atención Primaria, 
así como con los servicios de Neurología.

En conclusión, debemos poner de relieve la oportunidad de moldear la estructura y recursos del sistema sanitario 
público de Andalucía, a fin de preparar y adaptar su respuesta a las necesidades de un perfil de usuarios/as de edades 
avanzadas, con cronicidades, comorbilidades y patologías asociadas a la edad, de gran entidad que, además, ofrezca la 
cobertura adecuada a todas las personas mayores, con independencia de la ubicación geográfica en que residan dentro 
de Andalucía y de si lo hacen en su entorno familiar o en un centro sociosanitario.

2.1.1.2.6. Centros de Participación Activa
Dentro de las políticas públicas desplegadas en la esfera de bienestar de las personas mayores, en 2023 se participó al 
Defensor la contestación suscitada por el proyecto de reforma de los Centros de Participación Activa dependientes de 
la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, así como sus pendientes necesidades de cobertura de 
sus plantillas.

Nos referimos específicamente al proyecto de Orden por la que se fomenta la participación de las personas socias 
de los Centros de Participación Activa en la gestión de los distintos espacios del centro y de los servicios que se 
presten en los mismos, sometido a información pública por la Resolución de 22 de junio de 2023, de la Secretaría General 
Técnica de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, publicada en el BOJA de 28 de junio de 2023.

Los Centros de Participación Activa (CPA) aparecen concebidos como centros de promoción del bienestar de las per-
sonas mayores tendentes al fomento de la convivencia, la integración, la participación, la solidaridad y la relación con el 
medio social, como finalidad esencial.

El Proyecto de Orden concibe la propuesta como una norma de carácter meramente organizativo, que desarrolla as-
pectos parciales en materia del régimen de funcionamiento de los CPA destinados a las personas mayores.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/201/BOJA23-201-00004-16020-01_00290997.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/122/BOJA23-122-00001-11030-01_00286053.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/122/BOJA23-122-00001-11030-01_00286053.pdf
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Para ello, expresa que estos centros han de adecuarse a las nuevas necesidades que requiere la promoción y protección 
integral de las personas mayores, dentro del concepto de envejecimiento activo, facilitando la pluralidad de actividades 
que se desarrollan en los mismos. Y, reconociendo la inviabilidad de ampliación de sus plantillas de efectivos a corto plazo, 
pretende facilitar el incremento de apertura horaria de los CPA y el desarrollo de sus actividades y servicios, a voluntad 
de las personas socias, posibilitando su implicación en la gestión directa de los espacios del centro y de los servicios que 
presta fuera del horario de apertura oficial, a través de la creación de la figura del Agente de la Administración Titular, 
con las condiciones que se regulen en el Reglamento de Régimen Interior de cada centro.

En el mismo sentido, el proyecto se dirige al reconocimiento del asociacionismo como derecho de las personas socias, 
de manera que puedan crearse asociaciones dentro de los CPA, con representación bastante para acceder a espacios 
de prestación de servicios.

Pues bien, como decimos, la Federación de Pensionistas y Jubilados de CCOO y la Unión de Jubilados y Pensionistas de 
UGT en Andalucía, a través de sus respectivos Secretarios Generales, manifestaron ante el Defensor del Pueblo Andaluz 
sus objeciones al proyecto, trasladando la primera el documento de las observaciones formalizadas por su parte en el 
trámite de información pública.

Las consideraciones expresadas se reconducen, en realidad, a un planteamiento central de defensa del desempeño 
profesional de los CPA, esto es, del empleo en los mismos, al no encontrarse completas sus plantillas, perspectiva desde 
la que la nueva figura colaborativa de tinte no profesional se alzaría como una amenaza a su cobertura y suficiencia y, 
desde luego, frustraría una eventual ampliación para mejorar la cobertura horaria que, a tenor de lo explicado en el pro-
yecto (la mencionada inviabilidad de ampliación de sus plantillas de efectivos a corto plazo), no es un escenario realista.

Los comparecientes, en suma, denunciaron la falta de personal de los CPA, la degradación de los servicios prestados en 
los mismos desde la pandemia y la insuficiencia de los presupuestos destinados a estos centros. 

En relación con la falta de personal, conformada por tras categorías de puestos de trabajo adscritos a la administración 
pública (Director/a, Trabajador/a Social y Ordenanza), afirman que existen 83 plazas vacantes sin cubrir en toda Andalucía. 
Añadiendo que los servicios que se prestan en los CPA (limpieza, talleres y servicios diversos o restauración) se realizan 
a través de conciertos públicos de duración determinada, sin que por ello dicho personal forme parte de la relación de 
puestos de trabajo de los centros.

La insuficiencia de personal afecta, en su consideración, a los servicios que se prestan en el CPA, sobre todo tras la crisis 
de salud pública, al haber conllevado una reducción horaria en su funcionamiento, que hasta entonces era de maña-
na y tarde de lunes a domingo, salvo en período estival, mientras que actualmente la apertura es completa de lunes 
a viernes y la mañana del sábado, cerrando tardes de sábado y domingos. No obstante, puntualizan que cada centro 
tiene un horario propio.

Especial valoración les merece la función del servicio de comedor como instrumento para luchar contra la soledad no 
deseada de las personas mayores, que cumple este cometido en los centros que por su horario no permiten compartir 
el almuerzo dentro de aquellos.

Todo ello les conduce a fundar la crítica sobre la figura proyectada del Agente Administración Titular, al considerar que 
el fomento de la participación pretendido por el Proyecto de Orden suplanta las labores del personal que trabaja en los 
CPA, que enmascara la carencia de personal y que, en suma, mermará su plantilla, sustituyéndola por una autogestión 
de los usuarios fuera de los horarios oficiales.

Desde un enfoque técnico, rebaten la capacidad competencial de la Orden para modificar los estatutos y el Reglamento 
de Régimen Interior de cada centro y reprueban que no hayan sido previamente consultados los Consejos Provinciales 
de Mayores.

Sobre todo lo expuesto hemos considerado oportuno rendir la debida cuenta al Parlamento de Andalucía en este Informe 
Anual, en el ejercicio del deber competencial de esta Institución, como testimonio relevante, si bien, salvo error u omi-
sión, no hemos conocido que el proyecto de Orden referido se haya consumado al tiempo de redacción de estas líneas.

No obstante, proyectamos incluir un análisis más detallado de todos los aspectos relevantes que inciden sobre los de-
rechos de las personas mayores en el ámbito de sus derechos sociales en la próxima anualidad.
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